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TEST BOLSA DE T.A.G. AYUNTAMIENTO DE BASAURI 
 

1. La política municipal del Ayuntamiento promoviendo el acceso a la cultura: 
 
a) Da satisfacción a un derecho fundamental, que puede ser exigido sin 

necesidad de una Ley que lo desarrolle a través de un procedimiento 
especial y sumario. 

b) Da satisfacción a un derecho ordinario, como el derecho a la vivienda. 
c) Es una actuación del Ayuntamiento, como poder público, de 

reconocimiento, respeto y protección de un principio recogido en el 
Capítulo III del Título I de la Constitución.  

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 
 

2. Respecto al Consejo General del Poder Judicial: 
 
a) Está integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por 

veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De 
éstos, doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, 
elegidos por los Jueces y Tribunales; cuatro a propuesta del Congreso de los 
Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por 
mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, 
todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio 
en su profesión. 

b) Está integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por 
veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De 
éstos, doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en 
los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso 
de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos 
por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros 
juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de diez años de 
ejercicio en su profesión. 

c) Está integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por 
veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De 
éstos, doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en 
los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso 
de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos 
por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre Jueces y Magistrados, 
todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio 
en su profesión. 

d) Está integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por 
veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De 
éstos, doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en 
los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso 
de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos 
por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros 
juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de 
ejercicio en su profesión. 
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3. Con carácter general, ¿Cuánto durará la prisión preventiva? 

 
a) 24 horas. 
b) 48 horas. 
c) 72 horas. 
d) Ninguna de las anteriores es correcta. 
 

4. ¿Puede nuestra Comunidad Autónoma celebrar convenios con otras para la 
gestión y prestación de servicios de exclusiva competencia de las mismas? 
 
a) Sí, sin ninguna limitación. 
b) No, al estar prohibida la federación de CC.AA. al suponer un principio de 

federación de las mismas. 
c) Sí, pero antes de su entrada en vigor, su celebración deberá ser comunicada 

a las Cortes generales, y si éstas o alguna de las cámaras manifestasen reparo 
en treinta días desde la recepción de la comunicación, deberá recabarse 
autorización de las Cortes. 

d) Sí, pero antes de su entrada en vigor, su celebración deberá ser comunicada 
al Gobierno de la nación y si éste manifestase reparo en treinta días desde la 
recepción de la comunicación, deberá recabarse autorización de las Cortes. 
 

5. Diga que afirmación no es correcta: 
 
a) Corresponde al País Vasco la creación y organización, mediante Ley de su 

Parlamento crear un órgano similar al Defensor del Pueblo. 
b) La figura del Ararteko actuará en coordinación con el Defensor del Pueblo 

estatal previsto en la Constitución. 
c) El Ararteko ejercerá las funciones a las que se refiere el art. 54 de la 

Constitución para el Defensor del Pueblo. 
d) El Ararteko ejercerá cualesquiera otras funciones que el Parlamento Vasco 

o el Gobierno Vasco pueda encomendarle. 
 

6. Respecto a las impugnaciones del Gobierno del Estado de actos emanados de 
una Comunidad Autónoma ante el Tribunal Constitucional: 
 
a) El Gobierno puede impugnar las disposiciones, cualquiera que fuera su 

rango, pero no las resoluciones o actos individualizados –que deberán ser 
impugnados ante los tribunales ordinarios-, adoptados por los órganos de las 
Comunidades Autónomas. La impugnación provocará la suspensión 
automática de la resolución recurrida, pero el Tribunal Constitucional deberá 
ratificarla o levantarla en un plazo no superior a cinco meses. 

b) El Gobierno puede impugnar las disposiciones, cualquiera que fuera su 
rango, y las resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades 
Autónomas. La impugnación provocará la suspensión automática de la 
resolución recurrida, pero el Tribunal Constitucional deberá ratificarla o 
levantarla en un plazo no superior a tres meses. 
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c) El Gobierno puede impugnar las disposiciones, cualquiera que fuera su 
rango, pero no las resoluciones o actos individualizados –que deberán ser 
impugnados ante los tribunales ordinarios-, adoptados por los órganos de las 
Comunidades Autónomas. La impugnación no provocará la suspensión 
automática de la resolución recurrida, sin perjuicio de que el Tribunal 
Constitucional adopte la medida cautelar de suspensión en un plazo no 
superior a tres meses. 

d) El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones 
y resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas. 
La impugnación producirá la suspensión de la disposición o resolución 
recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un 
plazo no superior a cinco meses. 
 

7. Si el Congreso aprueba una moción de censura: 
 

a) El Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato incluido en aquélla se 
entenderá investido de la confianza del Congreso y el Rey le nombrará 
Presidente del Gobierno. 

b) El Gobierno presentará su dimisión al Rey, que iniciará una ronda de consultas 
entre los grupos políticos a fin de proponer un candidato a presidente del 
gobierno a través del Presidente del Congreso a fin de recabar la confianza de 
la cámara por el procedimiento del art. 99 de la Constitución. 

c) El Gobierno presentará su dimisión al Rey, procediéndose automáticamente a 
la convocatoria de elecciones a propuesta de la presidencia del Congreso de 
los Diputados. 

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 
 

8. Diga cuál es el único trámite del procedimiento administrativo mencionado en 
el art. 105 de la Constitución: 
 
a) El derecho a formular solicitudes o instancias. 
b) El derecho a proponer todos los medios de prueba admisibles en Derecho. 
c) El trámite de audiencia. 
d) La garantía de que la Administración civil no pueda imponer sanciones que, 

directa o subsidiariamente, impliquen privación de libertad. 
 

9. Tras cada renovación del Congreso de los Diputados y en los demás supuestos 
constitucionales en que así proceda, ¿quién y de qué manera propone 
candidato a la presidencia del Gobierno?  
 
a) El Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos 

políticos con representación parlamentaria y a través del Presidente del 
Congreso. 

b) El Rey, previa consulta con el Presidente del Congreso y de los grupos 
políticos que éste proponga. 

c) El Rey, previa consulta con los grupos políticos del Senado y a través del 
Presidente del Senado. 
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d) Ninguna de las anteriores es correcta. 
 

10. Respecto al principio de legalidad, respecto a la actuación de los Poderes 
Públicos, según nuestra Constitución: 
 
a) En principio, rige el principio de vinculación positiva, por el que lo que no 

esté permitido a los Poderes Públicos, está prohibido, pues solo pueden 
actuar cuando el legislador le otorga potestades administrativas de 
actuación. 

b) En principio, rige el principio de vinculación negativa, por el que lo que no 
esté prohibido a los poderes públicos, está permitido, dado que solo es 
necesaria la Ley cuando resulten afectadas la libertad o la propiedad de los 
ciudadanos, pero no en el resto de los casos, que pueden ser regulados por 
Reglamento emanado del poder ejecutivo. 

c) Si bien el art. 97 reconoce al poder ejecutivo un poder reglamentario 
desvinculado de la potestad ejecutiva, que va más allá de la mera ejecución 
de la ley y que da carta de naturaleza al reglamento independiente, el 
ámbito propio de los reglamentos independientes es el organizativo, 
existiendo una presunción de necesidad del principio de legalidad en todo 
aquello que afecte a la esfera de los ciudadanos. 

d) La a) y la c) son correctas. 
 

11. Para que el presidente del gobierno pueda ser acusado de traición o por 
cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus funciones: 
 
a) Será exigible, en su caso, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo 

previa denuncia por cualquier particular e informe favorable del Ministerio 
Fiscal. 

b) Será exigible, en su caso, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo por 
iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la 
aprobación de la mayoría simple del mismo. 

c) Será exigible, en su caso, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo por 
iniciativa de la tercera parte de los miembros del Congreso, y con la 
aprobación de la mayoría absoluta del mismo. 

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 
 

12. Respecto a las leyes orgánicas: 
 
a) Son las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las 

libertades públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el 
régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución, 
requiriéndose para su aprobación mayoría absoluta en ambas Cámaras en 
una votación final sobre el conjunto del Proyecto. 

b) Son las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las 
libertades públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el 
régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución, 
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requiriéndose para su aprobación mayoría absoluta del Congreso en una 
votación final sobre el conjunto del Proyecto. 

c) Son las relativas al desarrollo de todos los derechos y de las libertades del 
Capítulo II del Título I, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el 
régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución, 
requiriéndose para su aprobación mayoría absoluta en ambas Cámaras en 
una votación final sobre el conjunto del Proyecto. 

d) Puede delegarse su aprobación en el Gobierno por una ley de delegación 
aprobada por mayoría absoluta. 
 

13. Respecto al valor normativo de la Constitución española: 
 
a) No es una norma jurídica directamente invocable ante los Tribunales sino a 

través de las leyes que la desarrollan. Solo tiene un valor informador del 
resto del ordenamiento jurídico según su jerarquía. 

b) Sí es directamente aplicable como norma jurídica por los Tribunales en 
prácticamente toda su extensión, con algunas excepciones, como p. ej., el 
Capítulo III del Título I, cuyos principios sólo podrán ser alegados ante la 
Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los 
desarrollen. 

c) Sí es directamente aplicable como norma jurídica por los Tribunales en toda 
su extensión, sin limitación alguna. 

d) Sí es directamente aplicable como norma jurídica por los Tribunales en 
prácticamente toda su extensión, con algunas excepciones, como p. ej., la 
Sección 2ª del Capítulo II del Título I, dado que los derechos ordinarios no 
fundamentales no requieren de desarrollo por Ley Orgánica. 

 
14. La parte dogmática de la Constitución: 

 
a) Comprende la organización de los poderes del Estado. 
b) Comprende el preámbulo y el artículo I en cuanto enuncia los valores 

superiores de su ordenamiento jurídico: la libertad, la justicia, la igualdad y 
el pluralismo político. 

c) Comprende el Título Preliminar pero no el Título I 
d) Ninguna de ellas es válida. 

 
15. Según la Constitución, la Monarquía parlamentaria es: 

 
a. El sistema de gobierno del Estado español 
b. La forma de estado del Estado español. 
c. La forma política del Estado español. 
d. Ninguna de las anteriores es válida. 

 
 

16. El monopolio jurisdiccional del Tribunal Constitucional significa que: 
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a) Solo alcanza a la declaración de inconstitucionalidad de las leyes y normas con 
fuerza de Ley (entre otras funciones) pero no a cualquier aplicación de la 
Constitución. 

b) Alcanza a la declaración de inconstitucionalidad de las leyes y normas con 
fuerza de Ley (entre otras funciones) así como a cualquier aplicación de la 
Constitución. 

c) Es el único órgano que puede declarar si se ha violentado un derecho 
fundamental. 

d) Ninguna de las anteriores es válida. 
 

17. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del Título I de la 
Constitución: 
 
a) Vinculan a todos los poderes públicos, pero solo podrán ser invocados ante 

los Tribunales si son desarrollados por una Ley, que en todo caso debe 
respetar su contenido esencial. 

b) Vinculan a todos los poderes públicos, y por consiguientes, podrán ser 
invocados directamente ante los Tribunales para su protección sin 
necesidad de una Ley que los desarrolle. 

c) Podrá regularse el ejercicio de tales derechos por Ley o Reglamento que, en 
todo caso, deberá respetar su contenido esencial. 

d) Son todos ellos susceptibles de recurso de amparo. 
 

18. ¿Qué quiere decir el principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos? 
 
a) Que hay que justificar cuando se actúa con interdictos para recuperar la 

posesión de forma no arbitraria. 
b) Que solo la autoridad judicial puede prohibir la arbitrariedad de los poderes 

públicos 
c) Que está prohibida la arbitrariedad de los poderes públicos. 
d) Que la Administración en ningún caso puede apartarse de precedentes 

habidos en ocasiones anteriores. 
 

19. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán: 
 
a) De forma literal, acudiendo a las fuentes históricas y a la doctrina del 

Tribunal Constitucional, pero sin acudir a normas externas a la propia 
Constitución. 

b) Conforme a la doctrina que en su caso hubiera emanado del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, sin necesidad de acudir a ninguna norma 
externa de ámbito superior a la Jurisdicción de dicho Tribunal. 

c) De conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los 
tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados 
por España. 

d) Ninguna de las anteriores es válida. 
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20. El derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos 
públicos:  
 
a) Es un derecho fundamental de la Sección 1ª del Capítulo Segundo del Título 

I de la Constitución. 
b) Es un derecho de los ciudadanos de la Sección 2ª del Capítulo Segundo del 

Título I de la Constitución. 
c) Es un derecho constitucional susceptible de recurso de amparo directo ante 

el Tribunal Constitucional. 
d) Es un derecho que puede ser regulado por Reglamentos de Ingreso de las 

Administraciones Públicas sin necesidad de una Ley previa que establezca 
su contenido esencial. 
 

21. Respecto a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los 
trabajadores y empresarios y la fuerza vinculante de los convenios: 
 
a) Es un derecho fundamental de la Sección 1ª del Capítulo Segundo del Título 

I de la Constitución. 
b) Es un derecho de los ciudadanos de la Sección 2ª del Capítulo Segundo del 

Título I de la Constitución. 
c) Es un principio rector de la política económica y social del Capítulo 3º del 

Título I de la Constitución, que requiere un desarrollo legal. 
d) Es un derecho de la misma naturaleza que el derecho de huelga y el 

derecho a adoptar medidas de conflicto colectivo, al estar todos ellos 
relacionados. 

 
22. Sobre los derechos y libertades reconocidos en la Sección Primera del Capítulo 

segundo del Título I de la Constitución, diga la respuesta más correcta: 
 
a) Son susceptibles de protección ante los Tribunales por un procedimiento 

basado en los principios de preferencia y sumariedad, y en su caso, 
mediante un recurso de amparo, pero no mediante un procedimiento 
ordinario. 

b) Son susceptibles de protección ante los Tribunales por un procedimiento 
basado en los principios de preferencia y sumariedad, y además, mediante 
un procedimiento ordinario. 

c) Agotada la vía judicial ante los Tribunales ordinarios, podrá recabarse el 
auxilio del Tribunal Constitucional mediante un recurso de amparo. 

d) La b) y la c) son correctas. 
 
 

23. Cuáles de estos derechos pueden ser suspendidos por Ley orgánica, para 
personas determinadas, de forma individual y con la necesaria intervención 
judicial y control parlamentario, en relación con las investigaciones 
correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas: 
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a) El plazo máximo de detención de 48 h. 
b) El derecho a comunicar o recibir libremente información veraz por 

cualquier medio de difusión. 
c) La a) y b) son correctas. 
d) Ninguna es correcta. 

 
24. El Poder Judicial en el País Vasco: 

 
a) Es un poder del País Vasco, como se evidencia al estar regulado en el Título 

II del Estatuto, denominado “De los Poderes del País Vasco”. 
b) No es un poder del País Vasco, a pesar de estar regulado en el Título II del 

Estatuto, denominado “De los Poderes del País Vasco”, sin perjuicio de que 
corresponda a la Comunidad autónoma la provisión del personal al servicio 
de la Administración de Justicia y de los medios materiales y económicos 
necesarios para su funcionamiento, en los mismos términos en que se 
reserve tal facultad al Gobierno en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

c)  Es un poder del País Vasco, como se evidencia al estar regulado en el Título 
II del Estatuto, denominado “De los Poderes del País Vasco” así como por que 
se atribuye a la Comunidad autónoma la provisión del personal al servicio de 
la Administración de Justicia y de los medios materiales y económicos 
necesarios para su funcionamiento, en los mismos términos en que se 
reserve tal facultad al Gobierno en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

d) No es un poder del País Vasco, a pesar de estar regulado en el Título II del 
Estatuto, denominado “De los Poderes del País Vasco”, sin perjuicio de que 
corresponda a la Comunidad autónoma la provisión de los medios materiales 
y económicos necesarios para su funcionamiento, en los mismos términos en 
que se reserve tal facultad al Gobierno en la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
reservándose el Estado la provisión de personal al servicio de la 
Administración de Justicia. 

 
25. El Senado es la Cámara de representación territorial y para su composición, 

entre otras previsiones constitucionales: 
 

a) En cada provincia se eligen cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, 
directo y secreto y respecto a las provincias insulares, cada isla o agrupación de 
ellas, con Cabildo o Consejo Insular, constituirá una circunscripción a efectos de 
elección de Senadores, correspondiendo dos a cada una de las islas mayores –
Gran Canaria, Mallorca y Tenerife– y uno a cada una de las siguientes islas o 
agrupaciones: Ibiza-Formentera, Menorca, Fuerteventura, Gomera, Hierro, 
Lanzarote y La Palma. 

b) Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas un Senador. 
c) Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por 

cada millón de habitantes de su respectivo territorio, correspondiendo su 
designación a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano colegiado 
superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los 
Estatutos. 
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d) Ninguna de las anteriores es cierta. 
 

 
26. Respecto a la potestad de las Cortes Generales de delegar en el Gobierno la 

potestad de dictar normas con rango de Ley, diga cuál de las siguientes 
afirmaciones no es correcta: 
 

a) La delegación se hará por una ley ordinaria cuando su objeto sea la formación 
de un texto articulado, debiendo otorgarse de forma expresa para materia 
concreta y con fijación de plazo para su ejercicio. 

b) La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la 
publicación de la norma correspondiente.  

c) No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo 
indeterminado.  

d) Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio 
Gobierno. 

 
27. Respecto a los Decretos Leyes, diga que afirmación es correcta: 

 
a) Se dictan en caso de extraordinaria o urgente necesidad y no podrán afectar al 

ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y 
libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las 
Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general. 

b) Deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al 
Congreso y al Senado, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo 
de los treinta días siguientes a su promulgación.  

c) Ambas cámaras habrán de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo 
sobre su convalidación o derogación, para lo cual los Reglamentos de las cámaras 
establecerán un procedimiento especial y sumario. 

d) Todas las anteriores son incorrectas. 
 

28. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de 
tratados o convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales: 
 
a) Siempre. 
b) Tratados que afecten, entre otros, a los derechos y deberes fundamentales 

establecidos en el Título I. 
c) Tratados que afecten, entre otros, a los derechos y deberes fundamentales 

establecidos en la Sección Primera del Capítulo II del Título I, no respecto a 
otros derechos y libertades. 

d) Tratados de carácter político que impliquen obligaciones para la Hacienda 
Pública estatal, exclusivamente. 
 

29. Respecto al defensor del pueblo: 
 
a) Se regula por Ley ordinaria como alto comisionado de las Cortes para la 

defensa de los derechos del Título I de la Constitución. 
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b) Se regula por Ley orgánica como alto comisionado del Congreso para la 
defensa de los derechos del Título I de la Constitución. 

c) Se regula por Ley orgánica como alto comisionado de las Cortes para la 
defensa de los derechos del Título I de la Constitución. 

d) Se regula por Ley orgánica como alto comisionado de las Cortes para la 
defensa de los derechos fundamentales de la Sección Primera del Capítulo II 
del Título I de la Constitución, exclusivamente, a cuyo efecto podrá 
supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes 
Generales. 

 
30. ¿Cuándo se entiende otorgada la confianza al candidato a Presidente del 

Gobierno? 
 
a) Por mayoría simple en el Congreso de los Diputados. 
b) Por mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados y de no alcanzarse 

dicha mayoría, por mayoría simple cuarenta y ocho horas después. 
c) Por mayoría absoluta en Congreso y Senado y de no alcanzarse dicha 

mayoría, por mayoría simple cuarenta y ocho horas después en ambas 
Cámaras. 

d) Por mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados y de no alcanzarse 
dicha mayoría, se repetirán las votaciones. Si en el plazo de dos meses, no 
se alcanza dicha mayoría, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará 
nuevas elecciones con el refrendo del Presidente del Congreso. 
 

31. Respecto a la moción de censura: 
 

a) Se aprueba por el Congreso para exigir responsabilidad política del gobierno 
con la misma mayoría que la exigida para otorgar una cuestión de confianza. 

b) Deberá ser propuesta al menos, por la cuarta parte de los Diputados. 
c) No puede ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación.  
d) Si no fuera aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra 

durante todos los periodos de sesiones restantes hasta agotar la legislatura. 
 

 
32. El estado de excepción: 

 
a) Es declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de 

Ministros, previa autorización de ambas cámaras. 
b) Su duración no podrá exceder de dos meses, prorrogables por el mismo 

periodo, con los mismos requisitos que para su adopción. 
c) Es declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de 

Ministros, previa autorización del Congreso. 
d) Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se declarase el estado de 

excepción, habrá de estarse a lo que resulte de las elecciones para autorizar 
su prórroga. 
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33. Respecto al funcionamiento de las Cámaras: 
 
a) Se reúnen anualmente en dos periodos ordinarios de sesiones: el primero, 

de septiembre a diciembre, y el segundo, de enero a junio, velando la 
Diputación permanente por los poderes de las Cámaras, cuando no estén 
reunidas. 

b) Se reúnen anualmente en dos periodos ordinarios de sesiones: el primero, 
de septiembre a diciembre, y el segundo, de febrero a junio, velando la 
Diputación permanente por los poderes de las Cámaras, cuando no estén 
reunidas. 

c) Se reúnen anualmente en dos periodos ordinarios de sesiones: el primero, 
de febrero a junio, y el segundo, de septiembre a diciembre, velando la 
Diputación permanente por los poderes de las Cámaras, cuando no estén 
reunidas. 

d) Ninguna de las anteriores afirmaciones es cierta. 
 
34. En relación con la Administración de Justicia: 

 
a) La Comunidad Autónoma de Euskadi ostenta competencia exclusiva sobre la 

misma. 
b) Es una competencia compartida, correspondiendo al estado la legislación 

básica y a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución. 
c) La Comunidad Autónoma del País Vasco ejercerá, en su territorio, las 

facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General 
del Poder Judicial reconozcan, reserven o atribuyan al Gobierno, incluida la 
jurisdicción militar. 

d) La Comunidad Autónoma del País Vasco ejercerá, en su territorio, las 
facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General 
del Poder Judicial reconozcan, reserven o atribuyan al Gobierno, exceptuada 
la jurisdicción militar. 
 

35. Diga cuál de las siguientes afirmaciones, no es correcta: 
 
a) La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y 

Magistrados integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, 
responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley. 

b) El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y 
haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y 
Tribunales determinados por las leyes, según las normas de competencia y 
procedimiento que las mismas establezcan. 

c) El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y 
funcionamiento de los Tribunales salvo lo previsto en los Estatutos de 
Autonomía respecto a los Tribunales Superiores de Justicia de las 
Comunidades Autónomas. 

d) Se prohíben los Tribunales de excepción, incluso durante la vigencia de los 
estados de excepción y sitio. 
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36. Respecto a las actuaciones y procedimientos judiciales: 
 
a) Las actuaciones no serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes 

de procedimiento. 
b) El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia 

criminal. 
c) El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia 

criminal, salvo el contencioso – administrativo que conforme a la 
Constitución será predominantemente escrito. 

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 
  
 

37. El Ministerio Fiscal tiene por misión: 
 
a) Promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos 

de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a 
petición de los interesados, así como velar por la independencia de los 
Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social. 

b) Promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos 
de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a 
petición de los interesados, solo en los procesos penales así como velar por 
la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del 
interés social. 

c) Promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos 
de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a 
petición de los interesados, solo en los procesos penales y en los procesos 
matrimoniales o de hijos extramatrimoniales en los que existan menores, así 
como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la 
satisfacción del interés social. 

d) El Ministerio Fiscal actúa por medio de órganos propios, sin dependencia 
jerárquica, sin perjuicio de las funciones de coordinación atribuidas al Fiscal 
General del Estado. 
 

38. Respecto a la participación ciudadana en la justicia: 
 
a) Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular en los procesos penales que 

la Ley determine. 
b) La constitución garantiza el ejercicio de la acción pública en materia 

medioambiental y de protección de patrimonio histórico. 
c) Los ciudadanos deberán poder participar a través de la institución del Jurado 

en todos los procesos penales que la Constitución establece. 
d) Todas las afirmaciones anteriores son ciertas. 

 
39. Según la Constitución, la policía judicial: 
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a) Dependen orgánica y jerárquicamente de los Jueces y Tribunales, para la 
averiguación de los delitos y descubrimiento y aseguramientos de las 
personas delincuentes. 

b) Dependen orgánica, pero no funcionalmente, de los Jueces y Tribunales, para 
la averiguación de los delitos y descubrimiento y aseguramientos de las 
personas delincuentes. 

c) Dependen de los Jueces, Tribunales y del Ministerio fiscal en sus funciones 
de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del 
delincuente, en los términos que la ley establezca. 

d) Dependen de los Jueces, Tribunales pero no del Ministerio fiscal en sus 
funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del 
delincuente, en los términos que la ley establezca. 
 
 

40. El Tribunal Constitucional ¿forma parte del Poder Judicial? 
 
a) Sí. 
b) No. 
c) Sí, cuando ejerce funciones jurisdiccionales, como la resolución de recursos 

de amparo. 
d) No cuando resuelve recursos de inconstitucionalidad contra leyes o 

cuestiones de constitucionalidad; sí en el resto de los casos (conflictos de 
competencias, recursos de amparo, etc.). 

 
41. ¿Cómo se compone el Tribunal Constitucional? 

 
a) De 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta del 

Congreso por mayoría absoluta; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica 
mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo 
General del Poder Judicial. 

b) De 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta del 
Congreso por mayoría de dos tercios; cuatro a propuesta del Senado, con 
idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del 
Consejo General del Poder Judicial. 

c) De 11 miembros –para evitar empates- nombrados por el Rey; de ellos, 
cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos; cuatro a 
propuesta del Senado, con idéntica mayoría; uno a propuesta del Gobierno, 
y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. 

d) De 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta del 
Congreso por mayoría de tres quintos; cuatro a propuesta del Senado, con 
idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del 
Consejo General del Poder Judicial. 

 
42. Diga cuál de estas afirmaciones, respecto al Tribunal Constitucional, es falsa: 

 
a) El Tribunal Constitucional es el único intérprete de la Constitución. 
b) Es independiente de los demás órganos constitucionales. 
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c) Está sometido solo a la Constitución y a su Ley orgánica. 
d) La b) y la c) son correctas. 

 
43. Respecto al recurso de inconstitucionalidad: 

 
a) Solo es admisible contra leyes, no contra otro tipo de normas. 
b) Cuando se produce la declaración de inconstitucionalidad de una norma 

interpretada por la Jurisprudencia, afectará a ésta y las sentencias recaídas 
pierden el valor de cosa juzgada. 

c) La a) b) y d) son falsas. 
d) Están legitimados para interponerlo, entre otros, las Asambleas de las 

Comunidades Autónomos, pero no sus órganos colegiados ejecutivos.  
 

44. Respecto al recurso de amparo: 
 

a) Puede ser recabado por cualquier ciudadano para la tutela de las libertades y 
derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo 
ante los Tribunales ordinarios, previo procedimiento basado en los principios de 
preferencia y sumariedad. Será aplicable a la objeción de conciencia reconocida 
en el artículo 30. 

b) Puede ser recabado por cualquier ciudadano para la tutela de las libertades y 
derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo 
ante los Tribunales ordinarios, previo agotamiento de la vía judicial ordinaria, por 
procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad  o 
procedimiento ordinario. Será aplicable a la objeción de conciencia reconocida 
en el artículo 30. 

c) Puede ser recabado por cualquier ciudadano para la tutela de las libertades y 
derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo 
ante los Tribunales ordinarios, previo procedimiento basado en los principios de 
preferencia y sumariedad no siendo aplicable a la objeción de conciencia 
reconocida en el artículo 30. 

d) Puede ser recabado por cualquier ciudadano para la tutela de las libertades y 
derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo 
ante los Tribunales ordinarios, previo agotamiento de la vía judicial ordinaria, por 
procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad  o 
procedimiento ordinario, no siendo aplicable a la objeción de conciencia 
reconocida en el artículo 30. 
 

45. ¿Cuándo cabe plantear una cuestión de constitucionalidad? 
 

a) Cuando cualquier órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma 
con rango de ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser 
contraria a la Constitución, sin que en ningún caso, tenga efectos suspensivos. 

b) Cuando cualquier órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma 
con rango de ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser 
contraria a la Constitución, suspendiéndose el proceso hasta que sea resuelta 
dicha cuestión de constitucionalidad. 
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c) Cuando cualquier órgano judicial considere, en algún proceso, que una Ley 
formal exclusivamente, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda 
ser contraria a la Constitución, sin que en ningún caso, tenga efectos 
suspensivos. 

d) Cuando cualquier órgano judicial considere, en algún proceso, que una Ley 
formal exclusivamente, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda 
ser contraria a la Constitución, suspendiéndose el proceso hasta que sea resuelta 
dicha cuestión de constitucionalidad. 
 

46. Diga quien no está legitimado para interponer recurso de inconstitucionalidad: 
 
a) El Presidente del Gobierno. 
b) 50 Diputados y 50 senadores. 
c) Los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas. 
d) El Ministerio Fiscal. 

 
47. Diga cuál de los siguientes derechos no es susceptible de recurso de amparo: 

 
a) El derecho de sindicación. 
b) El derecho de petición, individual y colectiva. 
c) El derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica. 
d) El derecho a la objeción de conciencia. 

 
 

48. Diga cuál de los siguientes afirmaciones es cierta: 
 

a) El Estado se organiza territorialmente en municipios, provincias y las 
Comunidades Autónomas previstas inicialmente en la Constitución y las que se 
constituyeran posteriormente. 

b) Las Constitución prevé que las Comunidades Autónomas puedan adoptar, en 
situaciones excepcionales de extraordinaria y urgente necesidad, medidas por 
Decreto Ley que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de circulación 
y establecimiento de las personas y la libre circulación de los bienes en todo el 
territorio del estado, en el ámbito de sus competencias. 

c) La Constitución diseñó un proceso cerrado de constitución de Comunidades 
Autónomas, previendo todas las que debieran surgir, con idénticos órganos 
aunque con diferente nivel competencial en función de la vía seguida para su 
constitución. 

d) Ninguna de las anteriores afirmaciones es cierta. 
 

49. ¿A quién correspondía la iniciativa del proceso autonómico en los territorios de 
régimen común? 
 

a) A todas las Diputaciones interesadas o al órgano interinsular correspondiente y 
a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al menos, 
la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla.  
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b) A todas las Diputaciones interesadas o al órgano interinsular correspondiente y 
a la mayoría de los municipios cuya población represente, al menos, la mayoría 
del censo electoral de cada provincia o isla.  

c) A todas las Diputaciones interesadas o al órgano interinsular correspondiente y 
a los tres quintos de los municipios cuya población represente, al menos, la 
mayoría absoluta del censo electoral de cada provincia o isla.  

d) A todas las Diputaciones interesadas o al órgano interinsular correspondiente, 
de no existir oposición por la mayoría de los municipios cuya población 
represente, al menos, la mayoría absoluta del censo electoral de cada provincia 
o isla.  
 

50. El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas no se 
ejercerá según la Constitución: 
 

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus 
disposiciones normativas con fuerza de ley. 

b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de 
funciones delegadas a que se refiere el apartado 2 del artículo 150. 

c) Por el Delegado del Gobierno, que dirige la Administración del Estado en el 
territorio de la Comunidad Autónoma. 

d) Por el Tribunal de Cuentas del Estado, en cuanto al control económico y 
presupuestario. 

 
 

51. En cuanto a los antecedentes históricos del actual Estatuto de Autonomía del 
País Vasco, entró o entraron en vigor: 
 
a) El proyecto de estatuto elaborado por la Sociedad de Estudios Vascos de 

mayo de 1931, una vez proclamada la república, conocido como “Estatuto de 
Estella”. 

b) El conocido como “Estatuto de las Gestoras” elaborado tras la aprobación de 
la  Constitución de la Segunda República Española de 09.12.1931, siendo el 
proyecto de estatuto aprobado por las gestoras de las Diputaciones 
Provinciales, que llegó a someterse a referéndum en 1933. 

c) El Estatuto de 1.936, aprobado por las Cortes de la Segunda República en 
octubre de 1936, ya comenzada la Guerra Civil. 

d) La c) y la d) son ciertas. 
 

52. Respecto al Estatuto de Autonomía del País Vasco, cuál de las siguientes 
afirmaciones no es cierta. 
 
a) El Estatuto no define donde está la sede de las instituciones comunes de la 

Comunidad Autónoma del País Vasco sino que defiere su designación a una 
Ley del Parlamento Vasco dentro del territorio de la Comunidad. 

b) En cuanto a los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos del País 
Vasco (lo que se conoce como parte dogmática) son los establecidos en la 
Constitución, sin que el Estatuto, en su Título Preliminar añada otros 
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derechos o deberes fundamentales, sin perjuicio de lo establecido en el art. 
6 relativo al derecho a usar el Euskera junto al castellano. 

c) Según el estatuto, el Parlamento Vasco estará integrado por un número igual 
de representantes de cada Territorio Histórico elegidos por sufragio 
universal, libre, directo y secreto, pero no se menciona el sufragio “igual”. 

d) El Estatuto no define un ámbito competencial mínimo de los Territorios 
Históricos sino que lo defiere a la futura Ley de Relaciones entre las 
instituciones comunes y territorios históricos (conocida como “LTH”). 
 

53. Según el Estatuto de Autonomía del País Vasco: 
 

a) Las relaciones de orden tributario entre el Estado y el País Vasco vendrán 
reguladas mediante el sistema foral tradicional de Concierto Económico, no por 
Convenios. Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán 
mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, sin 
atender necesariamente a la estructura general impositiva del Estado, pero sí a 
las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el 
Estado se contengan en el propio Concierto, y a las que dicte el Parlamento Vasco 
para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma.  

b) Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, 
establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a 
la estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la 
coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en 
el propio Concierto, y a las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas 
finalidades dentro de la Comunidad Autónoma.  

c) La exacción, gestión, liquidación, recaudación e inspección de todos los 
impuestos, incluso los que se integran en la Renta de Aduanas y los que se 
recaudaban a través de Monopolios Fiscales, se efectuaría, dentro de cada 
Territorio Histórico, por las respectivas Diputaciones Forales, sin perjuicio de la 
colaboración con el Estado y su alta inspección. 

d) Para el señalamiento de los cupos correspondientes a cada Territorio Histórico 
que integran el cupo global se constituirá una Comisión Mixta integrada, de una 
parte, por dos representantes de cada Diputación Foral y otros tantos del 
Gobierno Vasco, y de otra por un número igual de representantes de la 
Administración del Estado.  
 

54. Diga cuál de las siguientes afirmaciones no es correcta: 
 

a) Tras aprobarse la Constitución, todas las Comunidades Autónomas que se 
constituyeron solo pudieron asumir en sus estatutos las competencias señaladas 
en el art. 148.1 de la misma. 

b) El Estado tiene competencia exclusiva en las materias señaladas en el art. 149.1 
de la Constitución. 

c) La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de 
Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de 
conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté 
atribuido a la exclusiva competencia de éstas. 
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d) Según el art. 149.3 de la Constitución, el derecho estatal será, en todo caso, 
supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas. 
 

55. Respecto a la reforma del Estatuto de Autonomía del País Vasco, según está 
previsto en el mismo, diga que afirmación no es correcta: 
 

a) La iniciativa corresponderá al Parlamento Vasco, a propuesta de una quinta parte 
de sus componentes, al Gobierno Vasco o a las Cortes Generales del Estado 
Español. 

b) La propuesta habrá de ser aprobada por el Parlamento Vasco por mayoría de tres 
quintos. 

c) Requerirá, en todo caso, la aprobación de las Cortes Generales del Estado 
mediante Ley Orgánica. 

d) Finalmente precisará la aprobación de los electores mediante referéndum. 
 

56. Según el Estatuto, la competencia sobre demarcaciones territoriales municipales 
es: 
 

a) Una competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma del País Vasco, sin 
perjuicio de las facultades correspondientes a los Territorios Históricos, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 de este Estatuto. 

b) Una competencia compartida, correspondiendo a la Comunidad Autónoma del 
País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica estatal, 
sin perjuicio de las facultades correspondientes a los Territorios Históricos, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 de este Estatuto. 

c) Una competencia compartida, correspondiendo a la Comunidad Autónoma del 
País Vasco la ejecución de la legislación estatal, sin perjuicio de las facultades 
correspondientes a los Territorios Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 37 de este Estatuto. 

d) Ninguna de las anteriores. 
 

57. Según el Estatuto, la competencia sobre Medio ambiente y ecología es: 
 
a) Una competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma. 
b) Una competencia compartida, correspondiendo al estado la legislación 

básica y a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución. 
c) Una competencia compartida, correspondiendo al estado la legislación y a la 

Comunidad Autónoma la ejecución. 
d) Es una competencia exclusiva del Estado. 

 
58. Respecto a la legislación laboral, según el Estatuto de Autonomía del País Vasco, 

es: 
 
a) Una competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma. 
b) Una competencia compartida, correspondiendo al estado la legislación 

básica y a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución. 
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c) Una competencia compartida, correspondiendo al estado la legislación y a la 
Comunidad Autónoma la ejecución. 

d) Solo compete a la Comunidad Autónoma la ejecución de la legislación estatal 
en materia de cualificación de los trabajadores y formación profesional. 

 
59. Diga cuál de estos derechos no puede ser suspendido en el supuesto de 

declaración de estado de excepción: 
 
a) La asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales. 
b) La inviolabilidad del domicilio. 
c) El secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas 

y telefónicas, salvo resolución judicial. 
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de 

difusión. 
 

60. La competencia del País Vasco en materia de sanidad interior: 
 
a) Es exclusiva de la Comunidad Autónoma. 
b) Es compartida, correspondiendo al Estado la legislación básica y al País Vasco 

el desarrollo legislativo y la ejecución. 
c) Es compartida, correspondiendo al Estado la legislación al País Vasco la 

ejecución. 
d) Toda la competencia en materia de sanidad es exclusiva del Estado, sin 

perjuicio de su posible delegación a las CC.AA. conforme a lo dispuesto en el 
art. 150.2. 

 
 

PREGUNTAS DE RESERVA 
 

61. Según la constitución ¿pueden los extranjeros ser titulares de los derechos de 
sufragio activo y pasivo reconocidos en el art. 23? 
 
a) La Constitución no establece ninguna previsión al respecto. 
b) No, salvo para los nacionales de la Unión Europea y de estados con los que 

se haya suscrito tratado, que gozarán de derecho de sufragio activo y pasivo 
en las elecciones municipales. 

c) No, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse 
por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las 
elecciones municipales. 

d) Sí, pero solo respecto al derecho de sufragio activo en las elecciones 
municipales y respecto nacionales de la Unión Europea y de estados con los 
que se haya suscrito tratado. 

 
62. ¿Es libre la celebración de reuniones y manifestaciones en lugares de tránsito 

público? 
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a) En principio sí, pero se dará comunicación previa a la autoridad, que solo 
podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden 
público, con peligro para personas o bienes. 

b) En principio sí, pero se dará comunicación previa a la autoridad, que solo 
podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden 
público, con peligro para personas o bienes o se pueda producir una 
afectación a la libre circulación de personas y bienes de más de dos horas 
de duración. 

c) No; debe darse comunicación previa a la autoridad, que solo las autorizará 
cuando no existan razones fundadas de alteración del orden público, con 
peligro para personas o bienes o se pueda producir una afectación a la libre 
circulación de personas y bienes durante el tiempo que 
reglamentariamente se determine. 

d) No; debe darse comunicación previa a la autoridad, que solo las autorizará 
valorando razones de conveniencia y oportunidad, siendo la decisión 
susceptible de revisión jurisdiccional. 

 
63. Según la constitución, respecto al derecho de propiedad: 

 
a) Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de 

utilidad pública o interés social, previa indemnización y de conformidad con lo 
dispuesto por las leyes. 

b) Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de 
utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y 
de conformidad con lo dispuesto por las leyes. 

c) Es posible la privación de bienes y derechos por causa justificada de utilidad 
pública, previa la correspondiente indemnización, pero no por interés social, sin 
perjuicio de lo que dispongan las leyes especiales que desarrollen la función 
social de la propiedad. 

d) Ninguna de las anteriores es cierta. 
 
64. ¿Están los miembros del Congreso de los Diputados y del Parlamento Vasco 

ligados por mandato imperativo? 
 
a) Sí, deben obediencia al grupo político al que pertenecen, pudiendo ser 

sancionados en caso de contravención. 
b) Sí; es una expresión del sometimiento a la voluntad popular, que pudiera 

verse defraudada de no existir tal mandato. 
c) No, salvo lo que dispongan los reglamentos de las Cámaras. 
d) No, en ningún caso. 
 

65. Según la Constitución y respecto a los Decretos leyes: 
 
a) Son disposiciones legislativas provisionales que mantienen su vigencia en 

tanto no sean derogadas por el Congreso convocado al efecto en el plazo de 
30 días siguientes a su promulgación. 
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b) Son disposiciones legislativas provisionales que puede dictar el Gobierno en 
caso de urgente necesidad, que deberá ser sometido a debate y votación en 
ambas cámaras de las Cortes Generales convocadas al efecto en el plazo de 
30 días siguientes a su promulgación. 

c) Son disposiciones legislativas provisionales que puede dictar el Gobierno en 
caso de extraordinaria y urgente necesidad, que deberán ser 
inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de 
los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de 
los treinta días siguientes a su promulgación. 

d) Son disposiciones legislativas provisionales que puede dictar el Gobierno en 
caso de urgente necesidad, que deberán ser inmediatamente sometidos a 
debate y votación de totalidad al Congreso de los Diputados, convocado al 
efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su 
promulgación, en cuyo caso las Cortes no podrán tramitarlos como 
proyectos de ley por el procedimiento de urgencia hasta transcurrido dicho 
plazo. 

 
66. Según el Estatuto de Autonomía del País Vasco: 

 

a) La aceptación del régimen de autonomía que se establece en el mismo 
implica renuncia del Pueblo Vasco a los derechos que como tal le hubieran 
podido corresponder en virtud de su historia, a fin de pacificar el conflicto 
político, sin perjuicio de su posible reforma conforme a los mecanismos 
constitucional y estatutariamente previstos. 

b) La aceptación del régimen de autonomía que se establece en el mismo no 
implica renuncia del Pueblo Vasco a los derechos que como tal le hubieran 
podido corresponder en virtud de su historia, que podrán ser actualizados 
de acuerdo con lo que establezca el ordenamiento jurídico. 

c) La Comunidad Autónoma de Euskadi fue constituida por el Pueblo Vasco o 
Euskal-Herria, como expresión de su nacionalidad, y para acceder a su 
autogobierno, dentro del Estado Español, de acuerdo con la Constitución y 
con el Estatuto aprobado, que es su norma institucional básica. 

d) La b) y la c) son correctas. 


